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OPINIÓN N.° 039-2005/GTN
Entidad
:
Universidad Nacional Mayor de San Marcos 

Asunto
:
Ámbito de aplicación de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado

Referencia

:
Escrito de fecha 31.03.05
1.
ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el jefe de la Unidad de Fincas de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos —en adelante la Entidad— consulta si el arrendamiento de los inmuebles de propiedad de la Entidad, que generan una renta para la misma, se encuentra dentro del ámbito de aplicación del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM —en adelante la Ley—, y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM —en adelante el Reglamento. 

Al respecto, la Entidad manifiesta que el arrendamiento de los bienes inmuebles no genera gastos; por el contrario, genera ingresos que son aplicados en el presupuesto de funcionamiento, por lo que concluye que no es aplicable la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado.

2.
CONSULTA

La Entidad consulta si “Es aplicable la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento,  a los arrendamientos de los inmuebles de propiedad de la universidad, sobre los cuales ésta percibe una renta”.
3.
ANÁLISIS
3.1 El ámbito de aplicación de toda normativa especializada comprende dos aspectos: uno objetivo y otro subjetivo. El primero está referido a la materia u objeto que se pretende regular, y el segundo, a los sujetos que deben someter su comportamiento a dicha normativa cuando se configuran los supuestos de hecho de la misma. 
En relación con el aspecto subjetivo, el artículo 2° de la Ley establece que bajo la denominación general de Entidad
, se encuentran “[…] todas las entidades del sector público, con personería jurídica de derecho público y las entidades reguladas por la Ley de Gestión Presupuestaria del Estado. //  Asimismo, se encuentran comprendidas […]: las empresas del Estado, de derecho público o privado, ya sea de propiedad del Gobierno Central, Regional o Local, y las empresas mixtas en las cuales el control de las decisiones de los órganos de gestión esté en manos del Estado; y, en general, los organismos y dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos. // […]”.
Respecto del aspecto objetivo, el artículo 2° de la Ley prescribe que las adquisiciones y contrataciones cuyos procesos regula el ordenamiento de contrataciones y adquisiciones del Estado comprenden todos los contratos mediante los cuales el Estado requiere ser provisto de bienes, servicios u obras necesarios para el cumplimiento de sus funciones, asumiendo el pago del precio o de la retribución correspondiente y las demás obligaciones derivadas de la calidad de contratante.
3.2 De lo dispuesto por la norma mencionada, se concluye que la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado será aplicable cuando exista una contraprestación dineraria a cargo de la Entidad contratante o adquirente, lo que implica una erogación de fondos públicos. En concordancia con lo expuesto, se entiende que la participación de los terceros que brindarán los bienes, servicios u obras requeridos debe realizarse como agentes del mercado, vale decir, con fin lucrativo
.
3.3 El sustento de la adecuación de los procesos de adquisición y contratación a determinadas reglas y procedimientos, radica precisamente en la naturaleza pública de los fondos o recursos que están involucrados y van a ser utilizados por las Entidades para procurarse los bienes, servicios u obras requeridos.  
3.4 Específicamente en lo que respecta al arrendamiento, el artículo 1666º del Código Civil establece que en dicho contrato “El arrendador se obliga a ceder el uso de un bien al arrendatario y éste a pagar a una renta (merced conductiva, alquiler, canon)”
. Bajo este contexto, en el caso materia de consulta, si la Entidad  arrienda los bienes inmuebles que forman parte de su patrimonio y percibe una renta por ello –es decir asume la condición de arrendadora–, por lo que no efectuará desembolso alguno a favor del arrendatario, dicha relación contractual no se encontrará bajo el ámbito de aplicación de las normas sobre contrataciones y adquisiciones del Estado.
4.
CONCLUSIÓN
Los contratos de arrendamiento, en los cuales la Entidad actúa como arrendadora, no se encuentran bajo el ámbito de aplicación de la normativa vigente sobre contrataciones y adquisiciones del Estado.
Jesús María, 21 de abril de 2005
AMV/.
� 	De acuerdo con  lo señalado tanto en el tercer párrafo del artículo 2° de la Ley como en el artículo 1° del Reglamento, la utilización del término genérico “Entidad” debe entenderse referido a las entidades comprendidas en el artículo 2° de la Ley.





�  	Sobre el particular, cabe precisar que el fin lucrativo a que se hace referencia implica que el particular participe en el procedimiento de contratación con el fin de obtener un rédito económico, independientemente que su fin como persona jurídica sea realizar actividad lucrativa o actividad sin fines de lucro.  
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